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Bogotá D.C, junio 21 de 2022 
 
 
 
Señor(a): 
JUEZ VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y   
MEDIDAS DE SEGURIDAD  
Ciudad 
 
 
REF:  RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION 

          Condenado: GUSTAVO ADOLFO SANCHEZ DUARTE c.c 20.175.398 

          Radicado: 201807495 

  

 

RUBEN RODRIGUEZ AVENDAÑO, abogado en ejercicio, identificado como 
aparece  al pie de mi correspondiente   firma,  actuando como Defensor de 
Confianza del señor  GUSTAVO ADOLFO SANCHEZ DUARTE quien se encuentra 
recluido en el  establecimiento carcelario “La Modelo de Bogotá” y a órdenes de su 
digno   despacho,  dentro de los términos de ley, comedidamente me permito 
presentar y sustentar el recurso de reposición y en subsidio el de apelación  contra 
el auto interlocutorio de fecha junio 06 de 2022 proferido por la señora jueza 020 de 
ejecución de Penas y medidas de seguridad de esta capital,  mediante el cual se le 
niega a mi prohijado su LIBERTAD CONDICIONAL. 
  

 
ARGUMENTACION EL RECCURSO 
 
Me permito argumentar el recurso bajo las siguientes consideraciones: 
 
Respecto al factor Objetivo no hay ninguna observación por parte de  esta defensa, 
dado que la señora Juez determina que se cumple con este requisito al  haber 
superado el sentenciado las 3/5 partes de su condena para acceder al subrogado 
solicitado.  
 
En lo que tiene que ver con el arraigo familiar y social, el sentenciado manifiesta 
tener su domicilio en la carrera 1° N° 182ª- 94, Barrio el Codito, de la Localidad de 
Usaquén, Allí convive su compañera Permanente la señora ERIKA MARLEN 
RODRIGUEZ CAMPOS, identificada con la cedula de ciudadanía N° 1033806369 y 
a quien se puede contactar al teléfono 3122483182. En Declaración bajo juramento 
rendida por la mencionada señora ante Notaria, manifiesta tener su hogar para que 
sea el lugar de residencia de su esposo SANCHEZ DUARTE quien es su 
compañero. También se allega recibo del servicio público y copia de la cedula de 
ciudadanía de la mencionada señor Erika.  
 
Con esto ultimo queda superado el requisito del arraigo respecto a 
GUSTAVOADOLFO SANCHEZ DUARTE. 
 
Ahora bien, en el punto de la Valoración de la conducta Punible debe decirse lo 
siguiente: 
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En este punto dice el despacho que vigila la pena de SANHEZ DUARTE  que  
“Indiscutible se torna que se exteriorice con la comisión del delito, un comportamiento que refleja 

irrespeto e irreverencia para la sociedad, así como  desconocimiento de la norma penal, no 

pudiéndose dejar de lado, en tratándose de la ejecución de la pena de prisión, las funciones de esta 

relativas a la prevenci6n general y a la retribución justa” y hace un breve relato del 
pronunciamiento hecho por el señor juez fallador en primera instancia y entra a 
concluir que entonces no es procedente el otorgamiento de la libertad condicional. 
 
Esta defensa encentra que si bien el articulo 64 del cp.  dice que el juez previa 
valoración de la conducta punible concederá la libertad condicional, no se vislumbra 
en el auto acá impugnado que se haya hecho valoración alguna en dicho sentido 
que hubiese llevado a la señora juez a tomar decisión adversa a los interés del 
condenado. 
 
Contrario a lo anterior, si observa esta defensa que la señora jueza 20 de EPMS, 
previo al estudio de los requisitos para la concesión de la libertad condicional hace 
un análisis respecto al comportamiento observado por el reo intramuralmente, 
destacó de manera importante que no requiere tratamiento penitenciario y  cita 
apartes del radicado STP-1236-2020 del 30 de junio de 2020 en los que amerita 
destacar: 
 

Que para analizar la concesión de la libertad condicional no solo se debe tener en 
cuenta la valoración de la conducta punible, sino que los jueces de ejecución de 
penas deben examinar también la fase de ejecución de la pena dándole gran interés 
a los aspectos de resocialización y reinserción social y que la sola valoración de la 
conducta punible no es suficiente para negar la Libertad Condicional 
 
Importante destacar que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad debe 
valora de igual manera tanto lo desfavorable, como lo favorable al reo, pero en el 
caso que nos ocupa, solo se hizo un breve relato de la conducta punible y sus 
adversidades, pero no se indicó nada que favoreciera  al sentenciado como su 
comportamiento intramuros, su participación en programas de reinserción social, su 
situacion de ser la primer vez que infringe la ley penal y su voluntad de someterse 
a la justicia   
  

Si el centro carcelario envió al despacho la Resolución Favorable de SANCHEZ 
DUARTE, fue porque se pudo concluir que ha cumplido su proceso resocializador y 
que esta apto para vivir en sociedad, por tanto, debe dársele esa oportunidad.  Ese 
concepto favorable es el resultado de un estudio juicioso y concienzudo de un grupo 
interdisciplinario de profesionales en diferentes áreas que se reunieron 
preciosamente para hacer ese análisis integral del reo y poderle emitir al señor juez 
de EPMS el resultado de su trabajo, como concluyeron en el caso concreto. 
 
 Siendo así, mal hace la señora juez que ejecuta la pena de SANCHEZ DUARTE 
apartarse de este concepto, pues el Consejo de Disciplina de un centro Carcelario, 
es un cuerpo colegiado que esta establecido por ley precisamente para servirle de 
apoyo al señor juez de EPMS en el momento de decidir sobre la libertad condicional 
de una persona, de desconocerse ese concepto favorable, se estaría restando 
importancia a la existencia de estos órganos carcelarios. 
 
Retomado el radicado STP-1236-2020 del 30 de junio de 2020, citado por la señora 
jueza de EPMS, podemos decir que en el caso concreto también se dieron 
presentaron las falencias que reprocha la sentencia invocada, se hace un excelente 
esbozo jurisprudencial y se falla de una manera totalmente adversa a su  intención 
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inicial, no hay congruencia entra la motivación del auto apelado y la decisión tomada 
en el mismo.  Valga acá reiterar lo que dijo la corte y citado en el auto negatorio de 
la libertad de SANCHES DUARTE: 
  
“6. Por lo anterior y examinado el plenario, es evidente que las autoridades accionadas incurrieron en 

falencias al   motivar sus decisiones, pues el fundamento de la negativa a conceder la libertad condicional 

peticionada fue  simplemente la valoración de la gravedad de la conducta, sin sopesar los efectos de la pena 

hasta ese momento  descontada, el comportamiento del condenado y, en general, los aspectos relevantes para 

establecer la función resocializadora del tratamiento penitenciario; lo que contraviene lo establecido 

en el artículo 64 del Código Penal y el desarrollo que de esa norma han realizado la Corte 

Constitucional y esta Corporación". 

 
En sentencia C 757 de 2014 ha dicho la corte, en lo que respecta al otorgamiento 
de la Libertad Condicional: 
 
C 757 DE 2014: 
 “…Por lo tanto, la Corte debe concluir que en el tránsito normativo del artículo 64 del 
Código Penal sí ha habido modificaciones semánticas con impactos normativos. Por un 
lado, la nueva redacción le impone el deber al juez de otorgar la libertad condicional una 
vez verifique el cumplimiento de los requisitos, cuando antes le permitía no otorgarlos. Por 
otra parte, la nueva disposición amplía el objeto de la valoración que debe llevar a cabo el 
juez de ejecución de penas más allá del análisis de la gravedad de la conducta punible, 

extendiéndola a todos los aspectos relacionados con la misma.”(Subrayado mío) 
 

Ahora bien, no se ha hecho referencia a las funciones de la pena dejando de lado 
lo más importante como la Resocialización o reinserción social, función que también 
ha sido tratada por la jurisprudencia y siguiendo con la misma sentencia traída por 
el despacho encontramos que la C 757 al respecto ha dicho: 
 

C757/14  
“ Sin embargo, a pesar de esas inevitables tensiones y discusiones, lo cierto es que durante 
la ejecución de las penas debe predominar la búsqueda de resocialización del delincuente, 
ya que esto es una consecuencia natural de la definición de Colombia como un Estado social 
de derecho fundado en la dignidad humana (CP art. 1º), puesto que el objeto del derecho 
penal en un Estado de este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su 
reinserción en el mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos internacionales de derechos 
humanos establezcan esa función resocializadora del tratamiento penitenciario.  Así, de 
manera expresa, el artículo 10 numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que‘el régimen 
penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la 

readaptación social de los penados .” Sentencia C-261 de 1996 (M.P. Alejandro Martínez 

Caballero) (subrayados fuera de Texto) 

 
Y continua la corte diciendo: 
 
“Finalmente se ha recurrido a consideraciones de prevención especial negativa para 
defender la pena capital, con el argumento de que existen delincuentes irrecuperables que 
deben ser eliminados de la sociedad para evitar futuros males a otros ciudadanos.  Sin 
embargo, ese razonamiento es lógicamente discutible, pues no sólo presupone que es 
posible determinar al momento de imponer la sanción quienes van a reincidir y quienes no, 
lo cual se ha revelado falso, sino que además desconoce que existen medidas alternativas de 
rehabilitación. Además, y más grave aún, se olvida que el delincuente también tiene derecho 
a la vida, por lo cual, en un Estado social de derecho fundado en la dignidad humana (CP 
art. 1º), la ejecución de las penas debe tener una función de prevención especial positiva, 
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esto es, en esta fase se debe buscar ante todo la resocialización del condenado, obviamente 
dentro del respeto de su autonomía y dignidad. El objeto del derecho penal en un Estado de 
este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su reinserción en el mismo. 
Por ello, es lógico que los instrumentos internacionales de derechos humanos establezcan 
esa función resocializadora del tratamiento penitenciario.  Así, de manera expresa, el 
artículo 10 numeral 3º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, 
aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que ‘el régimen penitenciario 
consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social 
de los penados’ (subrayas no originales). En ese orden de ideas sólo son compatibles con los 
derechos humanos penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su 
incorporación a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además se 
contribuye a la prevención general y la seguridad de la coexistencia, todo lo cual excluye la 

posibilidad de imponer la pena capital.” Sentencia C-144 de 1997 (M.P. Alejandro 
Martínez Caballero) (subrayados fuera de Texto) 

 
Debe soportarse ese enunciado con lo también dicho en la sentencia T 640 de 2017 
en lo que al caso corresponde: 

Sentencia T 640/17 
(..) 
8.1. El sistema penal consagra como funciones de la pena la prevención general, la 
retribución justa, la prevención especial, la reinserción social y la protección al condenado. 
No obstante, solo la prevención especial y la reinserción social son las principales funciones 
que cobran fuerza en el momento de la ejecución de la pena de prisión (art. 4 Código Penal), 
de tal forma que como lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional desde sus inicios , 
en el Estado social de derecho la ejecución de la sanción penal está orientada hacia la 
prevención especial positiva, esto es, en esta fase se busca ante todo la resocialización del 
condenado respetando su autonomía y la dignidad humana como pilar fundamental del 
derecho penal.  
 
…Así las cosas, el Estado está en la obligación de procurar la función resocializadora de las 
personas condenadas a penas privativas de la libertad. Por lo tanto, la pena no ha sido 
pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima castiguen al condenado y que 
con ello vean sus derechos restituidos, sino que responde a la finalidad constitucional de la 
resocialización como garantía de la dignidad humana…(subrayado mío) 
 
8.5. De acuerdo con lo expuesto, a título de síntesis, la Sala estima que solo es compatible 
con los derechos humanos la ejecución de las penas que tiende a la resocialización del 
condenado, esto es, a su incorporación a la sociedad como sujeto capaz de respetar la ley. 
Por consiguiente, adquiere preponderancia la política penitenciaria ejecutada por el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) y vigilada por el juez de ejecución de 
penas y medidas de seguridad, pues es a este último en asocio con los conceptos que emita 
el INPEC, a quien le corresponde evaluar, según los parámetros fijados por el legislador, si 
es posible que el condenado avance en el régimen progresivo y pueda acceder a medidas de 
privación de la libertad de menor contenido coercitivo (libertad condicional, prisión 
domiciliaria, vigilancia electrónica, entre otros subrogados penales), logrando la 
readaptación social del condenado .” 

 

En lo que a la valoración de la conducta punible respecta se ha dicho también que: 

“La valoración de la gravedad de la conducta, si bien es un requisito que deben considerar los Jueces 
de EPMS para resolver sobre peticiones de libertad condicional, además de estar delimitado por lo 
dicho en la sentencia condenatoria, no puede perpetuarse, pues ello supondría desconocer el fin de 
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prevención  especial positiva de la pena, además convertiría al penado en un instrumento, 
despojándolo así, de derechos tan fundamentales como la dignidad humana. 
Lo anterior quiere decir que la gravedad de la conducta a pesar de ser una exigencia normativa no 
puede convertirse en un axioma inamovible que correlativamente conlleve al sentenciado a no poder 
acceder nunca al pluricitado beneficio; este criterio debe ser analizado de manera contextualizada e 
integral, donde, sin duda, se valore el proceso de resocialización del sentenciado, pues este también 
hace parte de los fines de la pena.”  
Cuando el juez ejecutor conmina a que el delincuente cumpla la totalidad de la pena impuesta –
como en este caso lo hizo el a quo-, no solo desconoce el fin de prevención especial  positiva previsto 
en el articulo 4° del código penal, sino que también, reduce al delincuente a un simple instrumento 
procesal  despojado de toda condición compactible  con la condición de persona titular de derechos 
lo cual contraria lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 5° de la Convención Americana de 
Derechos  humanos, a saber que toda persona privada de la Libertad será tratada con el respeto 
debido a la dignidad inherente  al ser humanos.. (Juez 2 Penal c/to esp. Rad. 200500022). (Subrayado 

mío).   
 

La doctrina  ha dicho que el otorgamiento de la libertad condicional  no depende 
tanto de la modalidad o gravedad del delito, del número  de prontuarios  o delitos 
que haya cometido el individuo, sino del análisis que en concreto se haga de los 
requisitos  legales exigidos para otorgarla y particularmente  del examen que hace 
relación a la personalidad, a los antecedentes  personales, familiares y sociales y 
de su comportamiento durante el tiempo de privación de libertad, con lo que  el 
funcionario judicial  debe suponer su readaptación social. 
 
Una de las más importantes finalidades de la pena es precisamente la de obtener 
la readaptación y enmienda del infractor de la ley penal; por ello es que considero 
se han dado las condiciones propias para que se otorgue mi Libertad Condicional.  
 

El artículo 10.3. del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, 
consagra que el régimen penitenciario consiste en un tratamiento cuya finalidad 
esencial es la reforma y la readaptación social de los penados. En el mismo sentido, 
el artículo 5.6. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos estipula que 
las penas privativas de la libertad tienen como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 
 
El tribunal superior de Bogotá también dijo al respecto : “De suerte que al acreditarse 
las exigencias de los requisitos objetivo y subjetivo, y quedando evidenciado que el texto 
original  del artículo 64 de la ley 599 de 2000, se hace innecesario  realizar la valoración  de la 
gravedad de la  conducta como parámetro inicial para  el estudio del subrogado (motivo por el 
cual se negó en primera instancia), la sala no puede tomar una decisión diferente  a la de revocar 
la providencia impugnada  y en consecuencia, se ordenara la  libertad condicional del señor 
F.C, con c.c. N°…” (N°110013187023201721242-01)(Subrayado mío). 

 
En estos términos dejo sustentado los recursos e invoco las siguientes 
pretensiones: 
 

1. De manera respetuosa solicito se sirva reponer el auto interlocutorio del 6 de 
junio de 2 mediante el cual la  señora  Jueza 20 de EPMS negó la Libertad 
condicional a GUSTAVO ADOLFO SANCHEZ DUARTE 
 

2. Proferir el auto que en derecho corresponde y se le conceda la LIBERTAD 
CONCDIONAL   a GUSTAVO ADOLFO SANCHEZ DUARTE por considerar 
cumplidos los requisitos legales para tal fin. 
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Anexos: 
 

✓ Poder Conferido conformidad con el artículo 5 de la ley 2213 de 2022 
✓ Documentos para Arrigo del GUSTAVO ADOLFO SANCHEZ DUARTE 
✓ CC y TP que me acredita como abogado  

 
 
Notificaciones:  
 

➢ Al suscrito en el Email: ruben.rodriguez.a@hotmail.com 
➢   WhatsApp 3214928652 
➢ A mi prohijado en el patio 5ª de la Modelo 

              
 
 
 
 
 
Cordialmente, 
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